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DECRETOS

DECRETO NUMERO 1718 DE 2001

(agosto 24)

por el cual se ordena la publicación del Proyecto de Acto Legislativo “Por medio
del cual se adiciona el artículo 359 de la Constitución Política de Colombia”.

El Presidente de la República de Colombia, en cumplimiento de lo dispuesto por el
artículo 375 de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que el Honorable Congreso de la República, remitió a la Presidencia, para el trámite
pertinente, el Proyecto de Acto Legislativo número 16/01 Senado - número 212/01 Cámara
“Por medio del cual se adiciona el artículo 359 de la Constitución Política de Colombia”;

Que el citado Proyecto de Acto Legislativo fue presentado a consideración del Honora-
ble Congreso de la República el 28 de marzo de 2001, por más de 10 Senadores, habiendo
sido repartido a la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República;

Que la publicación del Proyecto y su exposición de motivos se efectuó en la Gaceta del
Congreso número 101 del 2 de abril de 2001;

Que la publicación de la ponencia para primer debate en la Comisión Primera Consti-
tucional Permanente del Senado de la República, se efectuó en la Gaceta del Congreso
número 146 del 25 de abril de 2001;

Que, según consta en el expediente, el Proyecto de Acto Legislativo fue aprobado en
primer debate, con modificaciones, en sesión de la Comisión Primera Constitucional
Permanente del Senado de la República, llevada a cabo el 24 de abril de 2001;

Que la ponencia para segundo debate en Plenaria del Senado de la República se publicó
en la Gaceta del Congreso número 158 del 30 de abril de 2001;

Que en sesión Plenaria del Senado de la República, efectuada el 8 de mayo de 2001, se
aprobó, el Proyecto de Acto Legislativo;

Que la ponencia para primer debate en la Comisión Primera Constitucional Permanente
de la Cámara de Representantes, se publicó en la Gaceta del Congreso número 236 del 21
de mayo de 2001;

Que en sesión del 29 de mayo de 2001, la Comisión Primera Constitucional Permanente
de la Cámara de Representantes, aprobó con modificaciones en primer debate, el Proyecto
de Acto Legislativo;

Que la ponencia para segundo debate en la Cámara de Representantes se publicó en la
Gaceta del Congreso número 278 del 8 de junio de 2001;

Que según consta en el expediente, la Cámara de Representantes en sesión Plenaria del
14 de junio de 2001, aprobó en primera vuelta el Proyecto de Acto Legislativo;

Que en cumplimiento del artículo 161 de la Constitución Política, el Senado de la
República y la Cámara de Representantes integraron comisiones accidentales de mediación
con el fin de conciliar las discrepancias surgidas respecto del articulado aprobado por cada
una de esas Corporaciones;

Que las plenarias de la Cámara de Representantes y del Senado de la República en sendas
sesiones realizadas el 19 de junio de 2001, aprobaron el informe presentado por la Comisión
Accidental de Mediación;

Que de conformidad con el artículo 375 de la Constitución Política, el Gobierno Nacional
debe publicar el Proyecto de Acto Legislativo número 016/01 Senado - número 212/01
Cámara “Por medio del cual se adiciona el artículo 359 de la Constitución Política de
Colombia”,

DECRETA:

Artículo 1º. Ordénase la publicación del Proyecto de Acto Legislativo número 16/01
Senado - número 212/01 Cámara, aprobado en primera vuelta por el Honorable Congreso
de la República “Por medio del cual se adiciona el artículo 359 de la Constitución Política
de Colombia”, cuyo texto es el siguiente:

Acto Legislativo número ... “Por medio del cual se adiciona el artículo 359 de la
Constitución Política de Colombia”.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 359 de la Constitución Política de Colombia quedará de la
siguiente manera:

“Artículo 359. No habrá rentas nacionales de destinación específica. Se exceptúan:

1. Las participaciones previstas en la Constitución a favor de los Departamentos,
Distritos y Municipios.

2. Las destinadas para inversión social.

3. Las que, con base en las leyes anteriores, la Nación asigna a entidades de previsión
social y a las antiguas intendencias y comisarías.

4. El 25% de los recursos del impuesto del valor agregado IVA que se recaude a nivel
nacional, se destinarán única y exclusivamente al fortalecimiento de los planes y programas
de inversión social en un 13% para los municipios con menos de 25.000 habitantes, un 4%
para todos los corregimientos, un 4% para los resguardos indígenas y un 4% para los estratos
uno (1), dos (2) y tres (3) de los Distritos y Municipios del país.

Estos recursos destinados según el numeral anterior, se distribuirán en los siguientes
sectores así:

• Para la salud básica primaria, acueductos, electrificación, alcantarillado domiciliario
y hogares comunitarios.

• Para educación básica primaria, educación en técnicas agropecuarias y de pesca,
reforestación de especies autóctonas, técnicas en tratamientos de ríos, lagunas y ciénagas.

• Para créditos agropecuarios, para asistencia técnica y mejoramiento de calidad de vida
del campesino.

• Para el tratamiento de enfermedades infantiles de alto costo no incluidas en el régimen
de salud.

• Para desarrollo de planes de vivienda, salud y educación para la población desplazada
por la violencia.

• Para subsidio de tarifas de energía, acueducto y alcantarillado de los estratos 1, 2 y 3.

• Para fortalecer el fondo pensional de los jubilados de las Universidades Públicas, el cual
será inembargable.

• Para seguridad social y reubicación de vendedores ambulantes y estacionarios.

• Para garantizar planes de vivienda y seguridad social para los periodistas y artistas
colombianos, definidos en la Ley 25 de 1985, y

• Para el deporte.

• Para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad, y para la atención
especializada que requieran los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos.

Parágrafo. No se podrá invertir más de un 20% del recurso destinado en el numeral 4º
de este artículo, en un mismo sector.

Artículo 2º. El presente acto legislativo rige a partir desde la fecha de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Mario Uribe Escobar.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Manuel Enríquez Rosero.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Basilio Villamizar Trujillo.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

Artículo 2º. El Presente decreto rige a partir de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 24 de agosto de 2001.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro del Interior,

Armando Estrada Villa.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos.
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DECRETOS

DECRETO NUMERO 1719 DE 2001

(agosto 24)

por medio del cual se dictan disposiciones relacionadas con la titularización hipotecaria
y las sociedades titularizadoras previstas en la Ley 546 de 1999.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones constitucio-
nales y legales, en especial las conferidas por el numeral 25 del artículo 189 de la
Constitución Política y por el numeral 4º del artículo 2º de la Ley 546 de 1999,

DECRETA:

Artículo 1º. Ambito de aplicación. El presente decreto es aplicable a las sociedades
titularizadoras hipotecarias de que trata el artículo 14 de la Ley 546 de 1999, las cuales se
constituirán como sociedades anónimas mercantiles de objeto exclusivo, previo el procedi-
miento previsto en el artículo 53 del Decreto 663 de 1993.

Artículo 2º. Objeto social. Las sociedades titularizadoras tendrán como objeto social
exclusivo la titularización de activos hipotecarios, dentro del sistema especializado de
financiación de vivienda a largo plazo.

Artículo 3º. Operaciones autorizadas. En desarrollo de su objeto social podrán:

1. Recibir cartera hipotecaria a cualquier título.

2. Originar, estructurar y administrar procesos de titularización de cartera hipotecaria
otorgada para financiar la construcción y la adquisición de vivienda, para lo cual emitirán
títulos respaldados con créditos hipotecarios y sus garantías, o con derechos sobre los
mismos y sus respectivas garantías.

3. Originar, estructurar y administrar procesos de titularización respaldados con bonos
y títulos hipotecarios para lo cual podrá recibir dichas especies de títulos a cualquier título.
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4. En desarrollo de lo previsto en los numerales anteriores, podrá avalar, garantizar y en
general suministrar coberturas sobre las emisiones de títulos hipotecarios en aquellas
titularizaciones en que actúe como originador y/o emisor.

5. Realizar actos de comercio sobre cartera, títulos y bonos hipotecarios, incluyendo sus
derechos y garantías, siempre y cuando guarden relación con el objeto social exclusivo
previsto para las sociedades titularizadoras.

6. Emitir títulos de deuda respaldados con su propio patrimonio.
7. Obtener créditos, garantías o avales.
8. Administrar su tesorería y realizar las operaciones pertinentes para tal fin.
9. Celebrar los contratos conexos o complementarios que resulten necesarios para el

cumplimiento de las operaciones autorizadas.
Artículo 4º. Separación patrimonial. Los activos que formen parte de procesos de

titularización deberán conformar universalidades, cuyo flujo de caja estará destinado
exclusivamente al pago de los títulos emitidos y de los demás gastos y garantías inherentes
al proceso, en la forma en que se establezca en el correspondiente reglamento de emisión.

Parágrafo. En desarrollo y para los efectos de los incisos 3º y 4º del artículo 12 de la Ley
546 de 1999, las sociedades titularizadoras deberán mantener sistemas de información
contable independientes de los activos de la propia sociedad y de las otras masas o paquetes
de activos que formen parte de otros procesos de titularización, con el fin de revelar su
condición de activos separados del patrimonio de la sociedad y de facilitar la evaluación
independiente de los riesgos inherentes a cada emisión.

Artículo 5º. Condiciones y requisitos de las emisiones. En desarrollo de lo previsto en
el artículo 12 de la Ley 546 de 1999, la Superintendencia de Valores señalará los requisitos
y condiciones para la emisión y colocación de los diferentes títulos que resulten de procesos
de titularización hipotecaria, para lo cual establecerá normas de carácter general que
propenderán por la adecuada revelación de información al mercado y la protección de los
derechos de los inversionistas. En desarrollo de lo anterior, se regularán, entre otros aspectos,
los mecanismos jurídicos de estructuración, el reglamento, los contratos, los prospectos y los
demás documentos que estructuran la emisión, el tipo de títulos y sus características, los
mecanismos de cobertura y la información y revelación que debe generarse para el mercado.

Artículo 6º. Manejo de los riesgos. Cada sociedad titularizadora deberá estructurar y
documentar sistemas técnicos de control interno, que permitan la identificación, cuantificación,
administración y seguimiento de los riesgos que está asumiendo y sus mecanismos de
cobertura.

Artículo 7º. Revelación. Cada sociedad titularizadora deberá suministrar completa y
oportuna información al mercado sobre los riesgos que asumen los inversionistas en sus
emisiones y sus políticas de gestión de riesgo, lo cual incluye su nivel de suficiencia de
capital frente a su exposición, todo ello con el fin de propender por una adecuada
transparencia y revelación al mercado. Para tales efectos, las sociedades titularizadoras
estarán sujetas a las normas generales que determine la Superintendencia de Valores, en
desarrollo de sus facultades legales, a través de las cuales se establecerán las condiciones y
requisitos para las distintas emisiones, el régimen de oferta pública y las condiciones de
calidad, oportunidad y suficiencia de la información que debe suministrarse de acuerdo con
las operaciones que se desarrollen.

En igual sentido, la Superintendencia de Valores determinará la forma en que el público
tendrá acceso a la información financiera y contable de las sociedades titularizadoras, así
como las obligaciones a cargo de éstas en materia de elaboración, presentación y divulgación
de información financiera, incluyendo la posibilidad de requerir información periódica y
eventual con destino a la entidad del control y al mercado.

Artículo 8º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 24 de agosto de 2001.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos.

DECRETO NUMERO 1720 DE 2001

(agosto 24)
por el cual se establece la relación mínima de solvencia

de los establecimientos  de crédito.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales y legales, en especial de las previstas en el numeral 25 del artículo 189 de la
Constitución Política y en el literal c) del artículo 48 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero,

DECRETA:
Artículo 1°. Patrimonio adecuado. Los establecimientos de crédito deberán cumplir las

normas sobre niveles de patrimonio adecuado y relación mínima de solvencia contempladas
en este decreto, con el fin de proteger la confianza del público en el sistema y asegurar su
desarrollo en condiciones de seguridad y competitividad.

Artículo 2°. Relación de solvencia. La relación de solvencia se define como el valor del
patrimonio técnico calculado en los términos de este decreto, dividido por el valor de los
activos ponderados por nivel de riesgo crediticio y de mercado. Esta relación se expresa en
términos porcentuales.

La relación de solvencia mínima de los establecimientos de crédito será del nueve por
ciento (9%).

Artículo 3°. Cumplimiento de la relación de solvencia. El cumplimiento de la relación
de solvencia se realizará en forma individual por cada establecimiento de crédito. Igualmen-

te, la relación de solvencia deberá cumplirse y supervisarse en forma consolidada. Para estos
efectos, los establecimientos de  crédito se sujetarán a las normas que, conforme a sus
facultades legales, expida la Superintendencia Bancaria en relación con la obligación de
presentar estados financieros consolidados, en particular, las entidades con las cuales debe
efectuarse la consolidación.

Artículo 4°. Patrimonio técnico. El cumplimiento de la relación de solvencia se efectuará
con base en el patrimonio técnico que refleje cada establecimiento de crédito, calculado de
acuerdo con las reglas de los artículos siguientes, esto es, mediante la suma del patrimonio
básico y el patrimonio adicional.

Artículo 5°. Patrimonio básico. El patrimonio básico de un establecimiento de crédito
comprenderá:

a) El capital suscrito y pagado;

b) La reserva legal, las demás reservas y las utilidades no distribuidas de ejercicios
anteriores;

c) El saldo que arroje la cuenta patrimonial de ajuste de cambios;

d) El valor total de la cuenta de “revalorización del patrimonio” cuando ésta sea positiva
y de la cuenta de “ajuste por conversión de estados financieros”;

e) Las utilidades del ejercicio en curso, en una proporción equivalente al porcentaje de
las utilidades que, en el período inmediatamente anterior, hayan sido capitalizadas o
destinadas a incrementar la reserva legal, o la totalidad de las mismas que deban destinarse
a enjugar pérdidas acumuladas;

f) Las acciones representativas de capital garantía, mientras la entidad esté dando
cumplimiento a las metas, compromisos y condiciones del programa de recuperación
convenido con el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras. En caso de incumpli-
miento del programa, declarado por la Superintendencia Bancaria, tales acciones dejarán de
ser computables;

g) Los bonos subordinados efectivamente suscritos por el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras con el propósito de fortalecer patrimonialmente a las entidades
financieras emisoras de tales instrumentos de deuda. Sólo serán computables dichos bonos
como parte del patrimonio básico cuando:

i) En el respectivo prospecto de emisión se establezca con carácter irrevocable que en
los eventos de liquidación, el importe de su valor quedará subordinado al pago del pasivo
externo;

ii) Los títulos se emitan a plazos no inferiores a cinco años y,

iii) Sean suscritos hasta el 31 de diciembre del año 2002;

h) El valor total de los dividendos decretados en acciones;

i) El valor de la cuenta de interés minoritario que se determine en la consolidación de
estados financieros, para calcular la relación en forma consolidada;

j) La cuenta patrimonial de superávit por donaciones, siempre y cuando los fondos en que
se origine tengan carácter permanente y estén disponibles para atender las actividades
comerciales propias del objeto social, la cuenta enjugue de pérdidas si éstas se presentan y
su distribución o asignación en caso de liquidación de la entidad estén subordinadas al pago
del pasivo externo.

Artículo 6°. Deducciones del Patrimonio Básico. Se deducirán del patrimonio básico los
siguientes conceptos:

a) Las pérdidas de ejercicios anteriores y las del ejercicio en curso;

b) La cuenta de “revalorización del patrimonio” cuando sea negativa;

c) El saldo existente en la cuenta “ajuste por inflación” acumulado originado en activos
no monetarios, mientras no se hayan enajenado los activos respectivos, hasta concurrencia
de la sumatoria del saldo existente en la cuenta de “revalorización del patrimonio” y del valor
capitalizado de dicha cuenta, cuando tal sumatoria sea positiva;

d) El valor de las inversiones de capital, así como el valor de las inversiones en bonos
obligatoriamente convertibles en acciones, en bonos subordinados opcionalmente conver-
tibles en acciones o, en general, en instrumentos de deuda subordinada, efectuadas en forma
directa o indirecta en entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria, incluyendo sus valorizaciones y ajustes de cambio, cuando se trate de entidades
respecto de las cuales no haya lugar a consolidación. Se exceptúan de la deducción aquí
prevista las inversiones realizadas por los establecimientos de crédito que forman parte del
sistema nacional de crédito agropecuario en el Fondo para el Financiamiento del Sector
Agropecuario, Finagro, y las realizadas por los establecimientos de crédito en los procesos
de adquisición de que trata el artículo 63 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,
durante los plazos previstos en el inciso segundo del numeral 2° o en el parágrafo 2° del
mismo artículo según corresponda, para la adquisición de la totalidad de las acciones y su
enajenación si no fuere posible la adquisición de la totalidad de las mismas;

e) El valor de las inversiones de capital, así como el valor de las inversiones en bonos
obligatoriamente convertibles en acciones, en bonos subordinados opcionalmente conver-
tibles en acciones o en general, en instrumentos de deuda subordinada, incluyendo su ajuste
de cambio y sin incluir sus valorizaciones, efectuadas en entidades financieras del exterior,
en las cuales la participación directa o indirecta sea o exceda del veinte por ciento (20%) del
capital y se trate de entidades respecto de las cuales no haya lugar a consolidación.

Artículo 7°. Patrimonio adicional. Para establecer el valor del patrimonio técnico, se
adicionarán las siguientes partidas:

a) El cincuenta por ciento (50%) del saldo existente en la cuenta “ajuste por inflación”
acumulado, originado en activos no monetarios, mientras no se hayan enajenado los activos
respectivos;

b) El cincuenta por ciento (50%) de las valorizaciones de los activos, contabilizadas de
acuerdo con los criterios establecidos por la Superintendencia Bancaria. En todo caso, no
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